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AL SENADO DE PUERTO RICO
Las Comisiones de Derechos Humanos y Asuntos Laborales, y de Iniciativas Comunitarias, Salud Mental y Adicción del Senado de Puerto Rico (en adelante “Comisión”), recomienda la aprobación del P. de la C. 152, con las enmiendas contenidas en el entirillado electrónico que se acompaña. 
ALCANCE DE LA MEDIDA
El Proyecto de la Cámara 152, según aprobado, propone añadir un nuevo Artículo 24 y renumerar los actuales artículos 24, 25, 26, 27, 28, 29 y 39 como los artículos 25, 26, 27, 28, 29, 30 y 31 de la Ley 42-2017, conocida como "Ley para Manejar el Estudio, Desarrollo e Investigación del Cannabis para la Innovación, Normas Aplicables y Límites (“Ley MEDICINAL”)", con el fin de establecer protecciones de empleo para pacientes de cannabis medicinal; y para otros fines relacionados.
INTRODUCCIÓN
En el 1970, el Congreso de Estados Unidos aprobó el Controlled Subtances Act (en adelante, "CSA") con el propósito de regular la manufactura, importación, posesión y distribución de drogas en los Estados Unidos."
 Actualmente, el Consolidated Appropiation Act no asigna fondos al Departamento de Justicia para procesar o “interferir con los estados que actualmente tienen regulación de cannabis medicinal.
  No obstante, debido a la Clasificación I en la legislación federal CSA, la marihuana no se considera aceptada para uso médico.
 Sin embargo, a través de legislación estatal, Washington D.C., estados de los Estados Unidos y Puerto Rico, permiten su uso medicinal.
 A raíz de esta incongruencia entre la legislación estatal y federal, han surgido controversias en el campo laboral que han culminado en el despido de empleados y empleadas que dan resultados positivos en exámenes toxicológicos.

El uso del cannabis medicinal en Puerto Rico entró en vigor en el 2015, mediante la Orden Ejecutiva Núm. 2015-35, emitida por el entonces gobernador Alejandro García Padilla.
 Otras Órdenes Ejecutivas se han puesto en vigor para reforzar este tema. Algunas han tenido el objetivo de evitar que se encarcelen personas que consuman o posean cantidades mínimas o personales de cannabis
, para cambiar la clasificación de la planta del cannabis
, para excluir de la lista de sustancias controladas a identificar en las pruebas de detección de sustancias controladas, entre otras.
  De igual forma en Puerto Rico se creó la Ley 42-2017, conocida como “Ley para Manejar el Estudio, Desarrollo e Investigación del Cannabis para la Innovación, Normas Aplicables y Límites (“Ley MEDICINAL”)”, para atender el cannabis medicinal. Esta ley, conocida como Ley Medicinal creó ciertas protecciones para evitar sancionar criminal o civilmente a aquellas personas que cumplieran con los requisitos que dispone la ley. Empero, esta ley dejó algunos vacíos legislativos, como, por ejemplo, las protecciones laborales a empleados y empleadas que son pacientes de cannabis medicinal. 
ALCANCE DEL INFORME
Las Comisiones de Derechos Humanos y Asuntos Laborales, y de Iniciativas Comunitarias, Salud Mental y Adicción, analizaron los Memoriales Explicativos de la Asociación de Industriales, el Departamento del Trabajo y Recursos Humanos, Pathfinders, Inc., Miembros de la Junta del Cannabis Medicinal (MICaM) y la Cámara de Comercio de Puerto Rico, remitidos ante la Comisión de Gobierno de la Cámara de Representantes. Contando con los memoriales antes mencionados, las Comisiones suscribientes se encuentran en posición de realizar su análisis respecto al Proyecto de la Cámara 152. 
ANÁLISIS
A pesar de que existe legislación estatal que regula el uso del cannabis medicinal, bajo los estatutos federales, el cannabis medicinal continúa siendo clasificada como una sustancia controlada ilegal. Dentro del ámbito laboral, la legislación estatal existente permea de acuerdo al estado que regula sobre el uso del cannabis medicinal. No obstante, a pesar de que bajo las leyes estatales es considerada para fines médicos, la legislación estatal que provee salvaguardas para los pacientes y las pacientes de cannabis medicinal en el campo laboral es muy limitada. Este vacío legislativo ha creado controversias que han llegado a los tribunales para ser dilucidadas en cuanto a las protecciones que gozan los empleados y las empleadas pacientes de cannabis medicinal. Pese a que existen disposiciones legales que protegen a las personas de ser discriminadas por impedimentos o condiciones de salud, los tribunales no han aplicado estas protecciones a los empleados y las empleadas pacientes de cannabis medicinal, por las restricciones estatutarias federales que ocupan el campo en estos casos. 

Por ejemplo, la "American with Dissabilities Act” o “Ley ADA” prohíbe al gobierno y los patronos privados discriminar contra personas con impedimentos en los procedimientos de solicitud de empleo, contratación, despido, ascenso, compensación, entrenamiento para el empleo y otros términos, condiciones y privilegios de empleo. Por considerarse la marihuana como una sustancia ilegal bajo la esfera federal, las personas con impedimentos que la utilicen al amparo de las leyes estatales no gozan de la protección de la Ley ADA cuando estos(as) arrojen positivo en las pruebas de detección de drogas.

A raíz de controversias que se han suscitado en el ambiente laboral respecto al uso de cannabis medicinal por la desemejanza de los estatutos federales y estatales, y la ausencia de un lenguaje explícito en la ley que provea protecciones a los empleados y las empleadas pacientes de cannabis medicinal, los tribunales han decidido a favor de los patronos.  Expertos(as) en el tema y la jurisprudencia han señalado que disposiciones legales redactadas claramente donde se establezca la no discriminación de sus empleados y empleadas pacientes de cannabis medicinal supondría menos carga para estos(as) y, por tanto, los referidos derechos laborales serían honrados. A pesar de su criminalización en el ámbito federal, el Gobierno de los Estados Unidos, a través del Departamento de Justicia ha expresado en memorandos que indican que los “fiscales federales no intervendrán con programas de cannabis medicinal”.
 De igual forma, el gobierno creó el “Omnibus Spending Bill” que dispone que no se utilizarán recursos para interferir con la implementación de leyes estatales que establezcan programas de cannabis medicinal.
 

En Puerto Rico, la Ley Núm. 44 de 2 de julio de 1985, según enmendada, prohíbe el discrimen en el empleo contra las personas con impedimentos físicos, mentales o sensoriales. Asimismo, mediante la Ley 238-2004, según enmendada, conocida como la “Carta de Derechos de las Personas con Impedimentos”, el Estado Libre Asociado de Puerto Rico reconoce como derechos de la persona con impedimentos el desempeñar una profesión, ocupación u oficio ajustado a la medida de sus conocimientos y capacidades y el obtener empleo libre de discrimen por razón de su impedimento.
  
A raíz de las decisiones de los tribunales que han rechazado la aplicación de estas disposiciones legales a estos(as) empleados(as) que atienden a las categorías protegidas, le corresponde a la Asamblea Legislativa la redacción de legislación que trabaje este particular. Sin duda, esta pieza legislativa atempera la Ley Medicinal junto con otras disposiciones que atienden el tema del cannabis medicinal. Esto evitará que los empleados y las empleadas pacientes sean sancionados(as) por utilizar el cannabis medicinal para tratar sus condiciones de salud. 
Dicho tratamiento propende a mejorar la salud de los empleados y las empleadas pacientes, quienes tendrán un mejor desempeño en sus laborales. Además, esto se traduce a mayor producción por parte de estos empleados y empleadas, lo que aporta al éxito de los servicios que ofrezcan los patronos en los negocios, agencias y organizaciones.  Como efecto dominó se convierte en otro eslabón positivo en la cadena hacia una economía sana y próspera para los empleados y empleadas, las compañías y la economía del país en general. Es por ello que esta ley atiende este vacío legislativo y otorga protección a aquellos y aquellas pacientes de cannabis que están en el proceso de reclutamiento y contratación. De igual forma, protege al empleado y empleada de ser despedido(a) o serle impuesta cualquier penalización en el empleo por hacer uso del cannabis medicinal para atender sus condiciones de salud.
A. RESUMEN DE MEMORIALES
ASOCIACIÓN DE INDUSTRIALES DE PUERTO RICO 
La Asociación de Industriales (en adelante, AIPR) expone que el Proyecto de la Cámara 152 “representa una sana disposición legislativa para evitar sanciones o penalidades indebidas al empleado[(a)] que está cobijado bajo la ley y reglamentación actual del cannabis medicinal”.
 Sugieren que “se faculte y ordene al Departamento del Trabajo, a que, en consulta con la Junta Reglamentadora de Cannabis Medicinal, bajo la Ley Núm. 42 de 2017, según enmendada, adopten una Guía Para la Implantación de la presente legislación, a fin de delimitar normas y principios uniformes para asistir a los patronos y empleados, en la implementación de estas disposiciones”. Al adoptar esas guías entienden que se establecerían “parámetros uniformes que orienten a los patronos y empleados[(as)], sobre cuáles prácticas deben promover y aplicar y cuáles deben evitar; incluir instancias donde, por razones de seguridad, por la naturaleza misma del oficio o la labor efectuada, existe un interés legítimo del patrono para prohibir o limitar el uso de cannabis medicinal en sus empleados[(as)] e incluir normas básicas a incorporar en los manuales de empleado[(a)] de los patronos, a la luz de los servicios y funciones del empleado[(a)]”.
 
Recomiendan corregir la palabra federal en el artículo 24(B)(2), y extender tal prohibición a la aplicación de una ley o reglamento local.
 Recomiendan añadir un inciso (d) al Artículo 24(B), a los fines de disponer que también quedarán exceptuados del inciso (A), aquellos empleados, que por razones de seguridad y/o salud del empleado y del público, a quien se presta servicios o se vende el producto, o por la naturaleza sensitiva de la función del empleado, se reconoce al patrono un interés legítimo en prohibir o limitar el uso del cannabis medicinal en el empleo. 
  AIPR avala la aprobación del Proyecto de la Cámara 152.
PATHFINDERS, INC. 
Pathfinders, Inc. sugiere que “se faculte y ordene al Departamento del Trabajo, a que, en consulta con la Junta Reglamentadora de Cannabis Medicinal, bajo la Ley Núm. 42 de 2017, según enmendada, adopten una Guía Para la Implantación de la presente legislación, a fin de delimitar normas y principios uniformes para asistir a los patronos y empleados, en la implementación de estas disposiciones”. Al adoptar esas guías entienden que se establecerían “parámetros uniformes que orienten a los patronos y empleados, sobre cuales prácticas deben promover y aplicar y cuáles deben evitar, incluir instancias donde, por razones de seguridad, por la naturaleza misma del oficio o la labor efectuada, existe un interés legítimo del patrono para prohibir o limitar el uso de cannabis medicinal en sus empleados e incluir normas básicas a incorporar en los manuales de empleado de los patronos, a la luz de los servicios y funciones del empleado ”.
 
Sugieren también, que “para evitar que los patronos incurran en costos legales onerosos se atiendan las reclamaciones resultados de la violación de esta ley mediante métodos alternos”.
 Finalmente recomiendan añadir un inciso (d) al Artículo 24(B), a los fines de disponer que también quedarán exceptuados(as) del inciso (A), aquellos(as) empleados(as), que por razones de seguridad y/o salud del empleado(a) y del público, a quien se presta servicios o se vende el producto, o por la naturaleza sensitiva de la función del empleado(a), se reconoce al patrono un interés legítimo en prohibir o limitar el uso del cannabis medicinal en el empleo.
 Pathfinders, Inc. avala la aprobación del Proyecto de la Cámara 152.
MIEMBROS DE LA INDUSTRIA DE CANNABIS MEDICINAL (MICaM)

Miembros de la Industria de Cannabis Medicinal (en adelante, MICaM) entienden que la medida fue redactada de forma sencilla y clara por lo que no necesita enmienda alguna y debe aprobarse tal y como fue redactada. MICaM avala la aprobación del Proyecto de la Cámara 152.

CÁMARA DE COMERCIO DE PUERTO RICO (CCPR)
La Cámara de Comercio de Puerto Rico (en adelante, “CCPR”) indicó que “al menos 13 estados tienen leyes laborales que prohíben a los patronos discriminar a los[(as)] empleados[(as)] por ser pacientes certificados[(as)] de cannabis medicinal, pero las leyes son relativamente limitadas.” Nevada es el único estado que exige a los patronos ofrecer un acomodo razonable para los(as) empleados(as) que poseen una tarjeta de identificación válida de paciente de cannabis medicinal. Dichas disposiciones son limitadas por lo que “los patronos no están obligados a cambiar las condiciones de trabajo si estas están basadas en el principio de la razonabilidad de sus fines comerciales” y “planteen un riesgo de daño o peligro para las demás personas o la propiedad”. Las protecciones no pueden eximir a los(as) empleados(as) de completar sus tareas y deberes laborales.
 En otros estados, existe legislación que prohíbe que los patronos discriminen o tomen represalias contra los(as) empleados(as) por su condición de pacientes de cannabis medicinal, pero no requiere de ningún tipo de acomodo. En el Distrito de Columbia, se han aprobado medidas temporales para prohibir el discrimen de empleados(as) pacientes de cannabis medicinal pero no ofrecen protecciones para los(as) empleados(as) en el sector privado.
 
Sugieren los siguientes cambios al texto de la medida: 

1. El inciso (A) del Artículo 24 debe leer como sigue:  
“Salvo por las limitaciones de este Artículo, el patrono no discriminará contra un individuo por su estado de paciente registrado y autorizado para el uso de cannabis medicinal, en el proceso de reclutamiento, contratación, nombramiento, o terminación o la imposición de cualquier condición de penalización en el empleo”. 

2. El subinciso (1) del inciso (B) del Artículo 24 debe leer como sigue: 
“El patrono puede probar con evidencia prima facie que la utilización de cannabis representa una amenaza real de daño o peligro para las personas o propiedad, o interfiere con sus funciones esenciales de trabajo o las de sus compañeros; …”

Creen pertinente sostener las excepciones a la protección del empleado-paciente ya que hay varias industrias, farmacéuticas, manufacturas y otros negocios donde se operan maquinarias, equipos pesados, peligrosos y que inciden sobre el proceso de seguridad. También plantean indispensable sostener que el patrono tendrá excepciones si la utilización del cannabis medicinal representa peligro o interfiere con sus funciones de trabajo; pone en riesgo una certificación o permiso expedido por el gobierno federal; o el empleado ingiera los medicamentos en horas laborables sin autorización, entre otras.
 

Destacaron que la protección esté basada únicamente para pacientes de cannabis medicinal con certificación legal vigente del Departamento de Salud, que el empleado-paciente tenga la responsabilidad de utilizar el medicamento de forma adecuada en las dosis e instrucciones por prescripción de un médico certificado, que bajo ningún concepto presente en el área de empleo un deterioro ocupacional y, que para estar protegido no pertenezca a una categoría laboral sensitiva tales como: conducir, operar maquinaria o tareas relacionadas con la salud y la seguridad pública, entre otras.
 
B. ENMIENDAS INCORPORADAS A LA MEDIDA

Estas Comisiones incorporaron a la medida enmiendas de técnica legislativa de lenguaje inclusivo y en su Exposición de Motivos, a los fines de aclarar el lenguaje sobre la interpretación judicial del Tribunal Supremo de Oregon en Emerald Steel Fabricators, Inc. v. Bureau of Labor & Indus., 230 P.3d 518, 536 (2010). Las Comisiones suscribientes no identificaron la necesidad de enmiendas de contenido adicionales. 
IMPACTO FISCAL MUNICIPAL
En cumplimiento con el Artículo 1.007 de la Ley 107-2020, según enmendada, conocida como “Código Municipal de Puerto Rico”, la Comisión de Derechos Humanos y Asuntos Laborales del Senado de Puerto Rico no solicitó comentarios al Centro de Recaudaciones de Ingresos Municipales (CRIM) ni a la Oficina de Gerencia Municipal, toda vez que el Proyecto de la Cámara 152 no impone una obligación económica en el presupuesto de los gobiernos municipales.
CONCLUSIÓN
Actualmente la legislación no provee protección a los empleados y las empleadas pacientes de cannabis medicinal. Debido a las incongruencias entre la legislación federal y estatal se han suscitado un sin número de controversias que han llegado a los tribunales alrededor de los Estados Unidos. Los tribunales, como parte de su función interpretativa de las leyes vigentes, han dado deferencia a los estatutos federales que regulan el consumo del cannabis y se han expresado en contra de las protecciones a los empleados y las empleadas
. Esto ha creado problemas en cuanto a la implementación de las leyes estatales en la práctica laboral. Además, el tribunal ha expresado que estas protecciones se honrarían si estuviesen dispuestas en ley,
 por lo que le corresponde a la Asamblea Legislativa aclarar estas lagunas en la ley, y dar paso a diferentes interpretaciones y normas jurídicas en beneficio de los empleados y las empleadas pacientes de cannabis medicinal. 
Sin duda, el Proyecto de la Cámara 152 sería un gran avance en el alcance de protecciones de los empleados y las empleadas pacientes de cannabis medicinal. Esta medida es necesaria para evitar discrimen por parte de sus patronos. Se entiende que las opiniones de los tribunales en favor de los patronos, “suponen una carga sustancial para los[(as)] pacientes de cannabis medicinal, los cuales tienen que elegir entre renunciar a lo que puede ser su única fuente de ingresos, o suspender el tratamiento de cannabis medicinal y tratar de soportar su dolor crónico u otra condición para la cual el cannabis medicinal puede suponer el único alivio”.
 
Es función de la Asamblea Legislativa desarrollar las disposiciones en ley que permitan proteger los derechos de los trabajadores y las trabajadoras. Más aún, cuando su salud se ve envuelta, como sucede con los y las pacientes de cannabis medicinal. Es imperativo contar con legislación clara que establezca cual es el alcance de estas protecciones para adelantar el objetivo principal que promulga la “Ley para Manejar el Estudio, Desarrollo e Investigación del Cannabis para la Innovación, Nomas Aplicables y Límites”, conocida como la “Ley Medicinal”, sobre el bienestar de los y las pacientes del cannabis medicinal.
 
POR TODO LO ANTES EXPUESTO, las Comisiones de Derechos Humanos y Asuntos Laborales, y de Iniciativas Comunitarias, Salud Mental y Adicción del Senado de Puerto Rico, previo estudio y consideración, recomiendan la aprobación del Proyecto de la Cámara 152, con las enmiendas contenidas en el entirillado electrónico que se acompaña.
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